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Calarcá, quince (15) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 
 
Radicado: 631304003001-2020-00198-00 
Interlocutorio: 02.10.20.115-270-30-0720 
 
 
La demanda para PROCESO EJECUTIVO presentada, a través de apoderado 
judicial, por Scotiabank Colpatria S.A. contra el señor Oscar José Solórzano 
Quintana, será inadmitida, porque no cumple con lo establecido en los numerales 4 
y 5 del artículo 82 del Código General del Proceso, ni lo determinado en el artículo 
5 del Decreto 806 de 2020; pues:  
 
1. Los hechos que sirven de fundamento a las pretensiones, y las pretensiones 
mismas, desconocen los lineamientos dados por la Superintendencia Financiera1, 
para efectuar el cobro de intereses de mora y de plazo; pues, se pide librarse 
mandamiento de pago por intereses de mora y de plazo simultáneamente por los 
mismos períodos, cuando ellos son manifiestamente excluyentes. En consecuencia, 
se deberán adecuar los correspondientes hechos de la demanda y las respectivas 
pretensiones.  

 
2. El poder adjunto con la demanda no cumple con los requisitos establecidos en el 
artículo 5 del Decreto 806 del 4 de junio de 2020; pues, no indica expresamente el 
correo electrónico del apoderado, mismo que debe coincidir con el inscrito en el 
Registro Nacional de Abogados.  

 
Así, tanto se presenta el poder legalmente otorgado, nos abstendremos de 
reconocer personería al apoderado del demandante.  

 
En consecuencia y de conformidad con el artículo 90 del Código General del 
Proceso, se inadmitirá la demanda y en su lugar se concederá al demandante un 
término de cinco (5) días para subsanar la falencia detectada, so pena de su 
rechazo. 
 
No será necesario ordenar a la parte demandante, hacer entrega del original del 
título objeto de ejecución; pues, en cambio de línea jurisprudencial del juzgado, en 
aplicación a los principios de incorporación, valor probatorio del documento digital y 
buena fe; además del deber de conservación impuesto a las partes en el artículo 78 
del C.G.P., y en especial a lo argumentado en reciente decisión de la Sala Civil del 
Tribunal Superior de Bogotá, en el expediente 027202000205 01 del 1º de octubre 
de 2020, en la que se dijo:  
 

“En primer lugar, es asunto pacífico que desde la vigencia del Código General 
del Proceso (1º de enero de 2016), las actuaciones judiciales pueden realizarse 
a través de mensajes de datos (art. 103, inc. 2º), lo que fue reiterado por el 
artículo 2º del Decreto legislativo 806 de 2020, motivo por el cual ninguna 
restricción puede fijarse, por vía de interpretación judicial, para impedir que las 
partes utilicen medios tecnológicos en todos sus actos procesales. 

                                                           
1 Asimismo, cabe manifestar que este Organismo ha subrayado que no es posible el cobro simultáneo de los intereses de 
plazo y los intereses moratorios por cuanto estas modalidades persiguen fines distintos y son a su vez excluyentes. Ello, 
habida cuenta que con el interés remuneratorio (esto es, el convencional o de plazo) se reconocen frutos al acreedor por 
haber puesto su dinero a disposición del deudor durante la vigencia del plazo, mientras que el interés moratorio constituye la 
indemnización de los perjuicios que debe satisfacer el deudor incumplido cuando no ha realizado el pago oportuno de la 
cantidad debida (SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA CONCEPTO 2009064056-001 30 de Septiembre de 
2009) 
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El uso de las TIC es, en la hora actual, un deber de quienes intervengan en 
un proceso judicial (Dec. 806/2020, art. 3), que sube de tono para las 
autoridades judiciales por cuanto suyo es el compromiso constitucional y 
legal de facilitar el acceso de los usuarios de la administración de justicia 
(C. Pol.,art. 229). Ni más faltaba que, por gracia de interpretaciones 
ancladas en situaciones de normalidad severamente alteradas por la 
pandemia que dio lugar al aislamiento obligatorio, hoy selectivo, se 
impidiera el ejercicio de los derechos reconocidos en la ley sustancial, 
siempre prevalente en las actuaciones que adelanten los jueces (C. Pol., 
art. 228 y CGP, art. 11), quienes no pueden adoptar posturas restrictivas 
sobre normas que autorizan adelantar todas -y todas son todas- las 
actuaciones judiciales a través de mensajes de datos. 
 
b. En segundo lugar, la misma codificación procesal previó que las 
demandas, cualesquiera que ellas sean y sin importar la clase de proceso 
(declarativo, ejecutivo, liquidatorio, etc.), podían presentarse como 
mensaje de datos, sin necesidad de firma digital, siendo suficiente, por tanto, 
la firma electrónica. Más aún, para que no quedara duda, previó que en esos 
casos bastaría con que el suscriptor se identificara con su nombre y documento 
respectivo (CGP, art. 82, par. 2). Incluso, previó que no se requería de 
presentación personal (art. 89), y cual si fuera poco las presumió auténticas, 
sea como documentos físicos o como mensajes de datos (art. 244, incs. 3 y 5), 
con mayor razón si se originan desde el correo electrónico suministrado en la 
misma demanda (art. 103, par. 2º), que dicho sea de paso es requisito de ella 
(art. 82, num. 10). Más claro no pudo ser el legislador. 
 
Lo mismo previó el Decreto aludido en su artículo 6º, al precisar que “las 
demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que 
todos sus anexos, a las direcciones de correo electrónico que el Consejo 
Superior de la Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya lugar 
a este.” Desde esta perspectiva, si la demanda debe radicarse en forma de 
mensaje de datos, acompañada de los anexos que exija la ley, entre ellos 
el “documento que preste mérito ejecutivo” (CGP, art. 84, 89 y 430); si los 
documentos que se le adjunten deben allegarse “en medio electrónico” 
(Dec. 806 de 2020, art. 6, inc. 1); si de ninguno de esos papeles es 
necesario acompañar copia física, ni para el archivo, ni para el traslado 
(art. 6, inc. 3, ib.), y si, ello es medular, el juez debe abstenerse de exigir 
formalidades innecesarias (CGP, art. 11), resulta incontestable que el 
título-valor puede allegarse como documento adjunto, bajo el entendido 
de que es el original el que soporta la pretensión ejecutiva, sólo que su 
conservación le corresponde al ejecutante, y no al juzgado, como solía 
suceder. 
 
Si así no fuera habría que hacer una distinción donde el legislador no la 
hizo, puesto que ni el Código General del Proceso, primero, ni el Decreto 
Legislativo 806 de 2020, en segundo, impusieron veda a la presentación 
de demandas ejecutivas en forma de mensajes de datos. Y bien se sabe 
que si la ley no hizo distingo, que no lo haga su intérprete. 
 
c. Precisamente porque, en la hipótesis de las demandas radicadas como 
mensajes de datos, obviamente no puede aportarse -como anexo- el original 
del documento respectivo, el Código General del Proceso también previó que, 
“al momento de la presentación, el secretario verificará la exactitud de los 
anexos anunciados, y si no estuvieren conformes con el original, los devolverá 
para que se corrijan” (se resalta; art. 89, inc. 3º), lo que pone en evidencia que 
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para la ley es perfectamente posible no presentar físicamente un original, sin 
que ello impida la tramitación de la demanda. 
 
Que el secretario, entonces, haga lo suyo. ¿Pero cómo? Lo enseña el inciso 2º 
del artículo 111 del CGP, al prever que la comunicación con las autoridades o 
los particulares puede hacerse “por cualquier medio técnico de comunicación 
que tenga a su disposición, de lo cual deberá dejar constancia”, norma que 
nutrió el artículo 11 del Decreto mencionado, por cuanto hizo extensiva esa 
posibilidad, precisamente, a “los secretarios o los funcionarios que hagan sus 
veces.” 
 
¿Y el deber de conservación de la parte? A él se refiere, con suficiente 
claridad, el artículo 78 del CGP, al establecer en su numeral 12 que ellas -
y sus abogados- deben “adoptar las medidas para conservar en su poder 
las pruebas y la información contenida en mensajes de datos que tenga 
relación con el proceso y exhibirla cuando sea exigida por el juez” (se 
resalta). Luego, si el título-valor es medio probatorio, que lo conserve la 
parte o su mandatario judicial cuando la demanda se presente en forma 
de mensaje de datos, caso en el cual, se insiste, la prueba es el original, 
sólo que lo guarda el aportante. Al fin y al cabo, el expediente se puede llevar 
hoy en forma híbrida, como lo autoriza el artículo 4º del Decreto 806 de 2020. 
d. En cuarto lugar, se destaca que el artículo 247 del CGP no impide la 
valoración del título-valor allegado al proceso de esa manera, pues el punto en 
discusión es si el documento físico original, conservado por la parte, puede 
generar ejecución cuando la demanda se remite por mensaje de datos, y no si 
se trata de documentos cambiarios generados en forma digital o electrónica, 
con apego a la ley 527 de 1999. 
 
Es que, si se vuelven a mirar las cosas, la problemática no concierne a la 
clase de documento (físico o electrónico), y ni siquiera a la originalidad, 
sino a la aportación de la prueba en demandas presentadas por medio de 
mensaje de datos. Y aunque la codificación procesal, por aquello de la 
regla de mejor evidencia, previó que las partes debían adjuntar el original 
de los documentos cuando estuvieren en su poder (CGP, art. 245), es 
necesario entender que el demandante cumple con ese deber cuando 
radica la demanda y sus anexos valiéndose de las TIC, como lo autoriza la 
ley, sólo que la custodia del documento la tendrá la propia parte y no el 
juzgado. 
 
e. Por último, y como quita reflexión, resta decir que, en estrictez y para efectos 
de la legitimación cambiaria (que es asunto más extrajudicial que judicial), el 
demandante sí está exhibiendo el título-valor, sólo que, por conservar el 
original, deberá hacerlo cuando el juez lo requiera, bien de oficio o a 
solicitud de la parte ejecutada, como lo precisa el numeral 12 del artículo 
78 del CGP.” (Negrillas fuera de texto original) 

 
Por lo expuesto, se 
 

RESUELVE 
 
Primero: INADMITIR la demanda para iniciar PROCESO EJECUTIVO promovida 
por Scotiabank Colpatria S.A contra el señor Oscar José Solórzano Quintana. 
 
Segundo: CONCEDER al demandante un término de cinco (5) días para subsanar 
la falencia detectada, so pena de rechazo de la demanda. 
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Tercero: En tanto se presenta poder otorgado en debida forma, ABSTENERSE de 
reconocer personería para actuar al Doctor Juan Carlos Zapata González.  
 

NOTIFÍQUESE 
 

Firmado Por: 
 

HERNAN  CARVAJAL GALLEGO  
JUEZ MUNICIPAL 

JUZGADO 001 CIVIL MUNICIPAL CALARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
24032f910a9a3a57b8a32713c74eb8f8b8bcc1cd5a6565c540699858c2af2108 

Documento generado en 15/10/2020 04:30:25 p.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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